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PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO

SUBDIRECCIÓN DE ASESORÍA JURÍDICA

EXTRACTOS DE  CONSULTAS

JUNIO 2008

ANTEPROYECTO PARA PROCESOS DE CONCESIÓN
BASES DE LICITACIÓN Y PRECALIFICACIÓN
CONSULTANTE:
CORPORACIÓN ADUANERA 


ECUATORIANA –CAE-
CONSULTAS: 

“1. ¿Debe el ANTEPROYECTDFASDO al que se refiere el artículo 159, primer inciso, del Reglamento a la Ley de Modernización del Estado (RLME), contener toda  la información que detalla el artículo 157 de ese mismo Reglamento, el cual regula el contenido de las bases de una licitación?”.

“2. ¿Es indispensable la existencia del referido ANTEPROYECTO para que una institución del Estado como la CAE pueda dar inicio al proceso de PRECALIFICACIÓN de oferentes que participarán en un proceso de licitación para la concesión de un servicio público, con arreglo al segundo inciso del artículo 159 del RLME?”.

PRONUNCIAMIENTOS:
Según el diccionario de la Lengua Española, Vigésima Segunda Edición, año 2001, pág. 163, el término “Anteproyecto” tiene el siguiente significado etimológico: “Conjunto de trabajos preliminares para redactar el proyecto de una obra de arquitectura o de ingeniería…” 

Sobre este mismo término, el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de Guillermo Cabanellas, 25 Edición, Tomo I, pág. 305, indica lo siguiente: “Anteproyecto. Trabajos preliminares para redactar el proyecto (v.) de una obra. II Estudio de la posibilidad y conveniencia del propósito, que se proyecta luego definitivamente y con detenimiento…”.

En conformidad con lo expuesto y en atención a su primera consulta, se concluye que el anteproyecto de obras e inversión materia de esta consulta, no requiere contar con los presupuestos o requisitos para las bases de la licitación contemplados en el artículo 157 del Reglamento a la Ley de Modernización del Estado.

Respecto a la segunda consulta, no obstante que de acuerdo con el inciso primero del artículo 159 del Reglamento a la Ley de Modernización del Estado, es facultativo del concedente efectuar el llamado a personas naturales o jurídicas o consorcios de ellas, a través de un anteproyecto, cuando las obras e inversión a licitarse tengan “condiciones especiales de magnitud, complejidad o costo”, esta Procuraduría considera procedente que exista en todo proceso de concesión, y en particular, en el que motiva esta consulta, un anteproyecto en el cual se describa con claridad las condiciones que deben cumplir los oferentes para la realización de la obra o servicio a concesionarse.    

OF. PGE. N°: 01148, de 10-06-2008


ARTESANOS: IMPROCEDENCIA DE ASIGNACIÓN DE RECURSOS
CONSULTANTE:
CONSEJO PROVINCIAL DEL 


CAÑAR

CONSULTA:

Si es procedente que el Gobierno Provincial del Cañar asigne recursos que serán destinados al mantenimiento y/o adecuación del local de la Federación Provincial de Artesanos del Cañar ubicado en la ciudad de Azogues.

PRONUNCIAMIENTO:

No procede la asignación de recursos para destinarlos a la adecuación de un local de la Federación Provincial de Artesanos por parte del Gobierno Provincial del Cañar.

OF. PGE. N°: 01424, de  23-06-2008


CAE: AFORO AUTOMÁTICO Y VALIDACIÓN ELECTRÓNICA EN LOS PROCESOS DE IMPORTACIÓN Y EXPORTACIÓN 
CONSULTANTE:
CORPORACIÓN ADUANERA 


ECUATORIANA

CONSULTA:

Si ¿Puede la Corporación Aduanera Ecuatoriana implementar y aplicar el aforo automático como un mecanismo de aforo independiente de los sistemas aforo físico y documental, autorizando por este medio el levante de las mercancías, sin someterlas a revisión documental ni reconocimiento físico, basándose en la aplicación de criterios técnicos de gestión de riesgo y en la validación electrónica de la información que transmitan los operadores de comercio exterior vinculados con el proceso de importación y exportación, dentro del Sistema Interactivo de Comercio Exterior (SICE) de conformidad con los artículos 8 y 14 de la Decisión 574 de la Comunidad Andina, sin perjuicio de la posterior presentación de la Declaración Aduanera Única y sus documentos de acompañamiento, dentro del plazo que señale la Administración Tributaria Aduanera y del correspondiente control posterior que aleatoriamente se realizare?.

PRONUNCIAMIENTO:

El carácter supranacional del ordenamiento andino comunitario, reconocido por la jurisprudencia contenida en los múltiples fallos emitidos por la instancia judicial comunitaria, implica que éste mantiene primacía y prevalencia por sobre los derechos nacionales o internos de los Países Miembros e incluso por sobre los otros convenios internacionales, de los cuales dichos países sean signatarios.

Conforme a lo dispuesto en el literal a) del Artículo 30 del Acuerdo de Cartagena, codificado a través de la Decisión 563 de la Comisión de la Comunidad Andina, corresponde a la Secretaría General velar por la aplicación del Acuerdo y por el cumplimiento de las normas que conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina.

Del análisis de las normas invocadas y en virtud de que las disposiciones de la Decisión 574, sobre la que refiere su consulta, tienen plena vigencia y prevalecen por sobre otras leyes y actos normativos de menor jerarquía, considero que la Corporación Aduanera Ecuatoriana tiene atribución legal para aplicar el mecanismo de aforo automático que se alude en su consulta, en los términos y condiciones que señalan las normas antes referidas.

OF. PGE. N°: 01440, de  23-06-2008


CALIFICACIÓN DE CONTRATO: OFERTA MÁS CONVENIENTE
PROHIBICIÓN DE CELEBRAR CONTRATOS CON FUNCIONARIOS  
CONSULTANTE:
MUNICALIDAD DEL CANTÓN 


LORETO

CONSULTAS:

1.- Con respecto al inciso segundo del artículo 26 de la Codificación a la Ley de Contratación Pública, en base a qué criterio se debe considerar la oferta más conveniente, si respecto al menor precio, y cuál es el sustento legal.

2.- ¿Existe  prohibición legal de contratar a un funcionario y/o un servidor público cualquiera, que en calidad de accionistas de una compañía de la que son socios, pudieren y/o pretendan contratar con una u otra institución pública distinta a la que prestan servicios públicos en el Estado?.

PRONUNCIAMIENTOS: 

1.- Para calificar a una oferta como la más conveniente a los intereses nacionales o institucionales, debe entenderse el término  “más conveniente”, en todo su contexto, y no únicamente en el aspecto económico, teniendo como referencia que cumpla con  los requisitos legales, técnicos y económicos exigidos a los oferentes en las bases. 

2.- Resulta improcedente contratar personas para desempeñarse como servidores públicos,   que sean accionistas de una compañía que pretenda celebrar un contrato con cualquier institución del Estado. 

OF. PGE. N°: 01426, de 23-06-2008


CHOFER: COMISIÓN DE SERVICIOS Y VIÁTICOS 

CONSULTANTE:
INDA

CONSULTA:

Si en las comisiones de servicio a cualquier parte del país, el chofer tiene derecho a percibir el valor del viático diario que corresponda al funcionario de mayor jerarquía que integre la comisión.

PRONUNCIAMIENTO:

Cuando una comisión de servicios estuviere integrada por servidores de diferente nivel, éstos tienen derecho a percibir el valor del viático diario que corresponda al funcionario de mayor jerarquía, a excepción de los choferes, pues como ha  expuesto la SENRES, éstos últimos han sido reclasificados dentro del grupo ocupacional de auxiliar de servicios.”

OF. PGE. N°: 01112, de 09-06-2008


CENTROS DE TRANSFERENCIA Y DESARROLLO TECNOLÓGICO
 – CTT -: RÉGIMEN ADMINISTRATIVO Y REMUNERATIVO
CONSULTANTE.
ESCUELA SUPERIOR 

POLITÉCNICA 


DEL EJÉRCITO, ESPE

CONSULTAS:

1.- Si es procedente continuar reconociendo y cancelando a los servidores, docentes y directivos (personal civil) de la Escuela Politécnica del Ejército, ESPE, el bono (beneficio) por el día clásico de las Fuerzas Armadas y si corresponde cancelarse en forma independiente o por el contrario debe integrarse a la remuneración unificada que aplicará la ESPE, en cuyo caso, en este año, procede o no cancelar hasta mayo la parte proporcional del bono anual, y el resto integrar a la remuneración mensual unificada?.

2.-  Si el Centro de Transferencia y Desarrollo de Tecnologías ESPE-CCT-CECAL, se encuentra sujeto a la Disposición General Décima del Reglamento de la LOSCCA, por considerar que forma parte del sistema universitario.

PRONUNCIAMIENTOS:

1.- Si el bono al que usted hace referencia fue creado antes del 5 de octubre de 2003, fecha en que entró en vigencia la LOSCCA, debe continuarse pagando, en la forma establecida para su creación o integrado en la remuneración mensual unificada.
2.- Los Centros de Transferencia y Desarrollo Tecnológico CTT por disposición de la Ley, son entidades de derecho público, adscritas a las Universidades o Escuelas Politécnicas, considero que se encuentran sujetas al ámbito de aplicación de la Disposición General Décima del Reglamento de la LOSCCA, tanto más que, esta Ley en sus artículos 3 y 101 circunscribe su ámbito de aplicación a las instituciones contempladas en el artículo 118 de la Constitución Política de la República, entre las que se encuentran los centros de educación superior y sus entidades adscritas. 

OF. PGE. N°: 01271, de 13-06-2008


CERTIFICACIÓN DE INFORMACIÓN ACREDITADAS, GARANTÍA, PÓLIZAS DE SEGUROS:  ENTREGAS  A EMPRESAS CERTIFICADORAS DE INFORMACIÓN DIGITAL 

- RESPONSABILIDADES -
CONSULTANTE:
SECRETARIA NACIONAL DE 


TELECOMUNICACIONES –


SENATEL-

CONSULTAS:

1. “¿Si la Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y Mensajes de Datos, en su artículo 30, letra h) señala como obligación de las entidades de certificación de información acreditadas, contar con una garantía de responsabilidad para cubrir daños y perjuicios que se ocasionaren por el incumplimiento de la Ley, es procedente o no que el CONATEL haya dispuesto en las Resoluciones 324-17-CONATEL-2006 de 25 de julio de 2006 y 454-19-CONATEL-2006 la entrega a la SENATEL de una garantía por un valor determinado, con el carácter de incondicional, irrevocable y de cobro inmediato, para cubrir incluso obligaciones derivadas del título habilitante, cuando lo que únicamente debía exigirse es que dichas entidades cuenten con una garantía de responsabilidad?”;

2. “¿En el evento de que la Procuraduría General del Estado considere procedente que en las resoluciones 324-17-CONATEL-2006 de 25 de julio del 2006 y 454-19-CONATEL-2006, se haya establecido el valor y condiciones de las garantías de acuerdo con la Ley, las instituciones públicas señaladas en el artículo 118 de la Constitución Política de la República que soliciten al CONATEL se les otorgue un Título Habilitantes para la Acreditación de Entidades Certificadoras de Información o para la Acreditación de Entidades Registradoras de Información, deben también entregar dichas garantías a favor de la SENATEL, y en igual forma, si estarían obligadas a establecer garantías a favor de sus usuarios, considerando que el Estado no otorga garantías y que por su naturaleza las instituciones públicas, brindan confianza, procuran el bienestar general y están obligadas a cumplir lo que establece la Constitución y la Ley?.  Se deberá tener presente además que, en el caso del Banco Central del Ecuador, entidad que ha solicitado al CONATEL le otorgue el Título Habilitante para la Acreditación de Entidad Certificadora de Información, la letra c) del artículo 84 de la Ley Orgánica de Régimen Monetario y Banco del Estado, expresamente le prohíbe garantizar cualquier clase de obligación”;

3. “Se dignará además atender las consultas referidas en el numeral 1.15 que constan de los antecedentes de este informe:

3.1. “¿Qué tipo de garantía deben entregar las empresas certificadoras de información a los usuarios de estos servicios, considerando que la garantía que se presente servirá para cubrir daños e indemnizaciones producto del incumplimiento de las obligaciones constantes en la Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y Mensajes de Datos?”;

3.2. “¿En el caso de que una institución pública solicite al CONATEL el permiso y registro para actuar como entidad certificadora de firmas digitales, se le debe exigir la presentación de la garantía de responsabilidad a favor de sus clientes?”;

3.3. “¿La Resolución 324-17-CONATEL-2006 tiene algún efecto que garantice a los usuarios por posibles daños e indemnizaciones?”;

3.4. “¿Bajo qué condiciones se puede aceptar Pólizas de Seguros emitidas en el extranjero a favor de las empresas radicadas en el exterior que hace de matriz en la provisión de estos servicios? Ejemplo Póliza de Responsabilidad Civil Profesional para Certificación Digital. ¿Qué implicaciones tendría  en el caso de reclamos futuros?”;

PRONUNCIAMIENTOS.-

1.- Considero improcedente la Resolución No.324-17-CONATEL-2006 de 15 de julio de 2006, al igual que la No.454-19-CONATEL-2006 de 17 de agosto de 2006; la primera, por legislar sobre una figura que la Ley de Comercio Electrónico no establece; y la segunda, por aprobar  documentos habilitantes que las diferencia, y con los que se desliga de la obligación de rendir garantías, que tienen las entidades de certificación de información, tal y como manda la Ley.

2.- La obligación de otorgar la garantía de responsabilidad por daños y perjuicios, corre para todas las instituciones interesadas en brindar los servicios de certificación de información, sean éstas públicas o privadas; no obstante, en el caso de las entidades públicas, las leyes que rigen el accionar de éstas, deberán facultarles o permitirles asumir tal competencia, de lo contrario, no sería factible conceder esa autorización.

3.- 1.15.- La Ley no determina el tipo de garantía que deberán rendir las entidades certificadoras de información, razón por la cual considero, que serían admisibles todas aquellas que, visto el objetivo inmediato que deberán cumplir, sean suficientes para asegurar el pago de los daños y perjuicios ocasionados por el incumplimiento de las obligaciones de las entidades certificadoras de información; éstas garantías no necesariamente estarían limitadas a operaciones de emisión de pólizas de seguro de responsabilidad civil, previstas por el Art.43 de la Codificación a la Ley General de Seguros, sino que bien podrán ser del tipo de garantías que están autorizadas a otorgar las instituciones financieras privadas, conforme lo dispuesto por el Art.51, letra c) de la Ley General de Instituciones del Sistema Financiero, en concordancia con el Art.3, letra c), numeral 4 del Reglamento General de Aplicación.

1. Como se ha enunciado, las entidades del sector público podrán solicitar la autorización y registro correspondiente para actuar en calidad de entidades de certificación de información, en la medida en que las leyes y demás normativas que las rija, les faculte a asumir tal competencia.  En el caso del Banco Central del Ecuador, es evidente conforme explícitamente señala el Art.84,  numeral 2, letras c), y g) de la Codificación a la Ley Orgánica de Régimen Monetario y Banco del Estado que esa institución no tiene competencia para asumir esa tarea o facultad.

2. La Resolución No.324-17-CONATEL-2006, en cuanto legisla respecto de una figura legalmente inexistente, no produce los efectos jurídicos deseados.  En todo caso, tanto esta Resolución, cuanto la No.454-19-CONATEL-2006, supeditan su aplicabilidad al evento de que se realicen reformas al “Reglamento para la Acreditación, Registro y Regulación de Entidades Habilitadas para Prestar Servicios de Certificación de Información y Servicios Relacionados”, norma a la que, con los reparos sobre el texto de su Art.8, habrá de acudirse para efectos del procedimiento sobre autorización y registro de las entidades de certificación de información; debiendo el CONATEL enmendar las Resoluciones que tiendan a aclarar puntos específicos en las obligaciones de cada una de las partes.

3. Considero que las condiciones bajo las cuales se podrá aceptar una garantía expedida en el extranjero, a favor de las empresas radicadas en el exterior que hacen de matriz en la provisión de los servicios de certificación de información, deberán ser las mismas o cuando menos similares a aquellas exigidas a las instituciones competentes nacionales; debiendo destacarse el carácter ejecutivo o de cobro inmediato que posean éstas, al igual que su irrevocabilidad y suficiencia para con respecto de la totalidad de las operaciones cuantificables que llegaren a certificar esas entidades, de manera que llegado el caso, afiancen no solo el capital sino también los intereses sobre esas operaciones.  Bien podría exigirse por ejemplo, para el caso de las garantías expedidas en el extranjero, del endoso irrevocable a valor total del título valor correspondiente, a nombre de la institución financiera corresponsal domiciliada en el país, de modo que formalizada su aceptación, el endosatario garantice el pago del valor asegurado por los daños y perjuicios, el momento que comprobados éstos, se tuviera que reconocer la indemnización a los usuarios.

OF. PGE. N°: 01045, de 06-06-2008


COMITÉ DE CONTRATACIONES: CONFIRMACIÓN DEL DIRECTORIO  DE LA EMPRESA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL CANTÓN DAULE

CONSULTANTE:
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA 

POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL CANTÓN DAULE

CONSULTA:

Si un miembro del Directorio de la Empresa Municipal de Agua Potable y Alcantarillado del Cantón Daule puede formar parte del Comité de Contrataciones de dicha Empresa.

PRONUNCIAMIENTO:

El Comité de contrataciones es un órgano ejecutivo encargado de llevar adelante los procesos de selección previstos en la Codificación de la Ley de Contratación Pública a saber: licitación y concurso público de ofertas. Su integración responde a ese carácter ejecutor de procesos por ello, resultaría inconveniente que un miembro del órgano encargado de vigilar el cumplimiento de los objetivos y metas institucionales por parte de los funcionarios que conforman el nivel ejecutivo integre el comité antes citado, que tiene a su cargo la ejecución de tales metas y objetivos,  a través de los procedimientos precontractuales que le corresponde ejecutar.

La Empresa Municipal de Agua Potable y Alcantarillado del Cantón Daule, debe constituir el Comité de Contrataciones de conformidad  con las disposiciones de la Ley de Contratación Pública antes referidas y sus propias normas reglamentarias,  sin que sea procedente integrarlo con un miembro de su directorio.

OF. PGE. N°: 00953, de 03-06-2008


CONSULTORÍA: IMPROCEDENCIA DE CONTRATOS DE SERVICIOS PROFESIONALES

CONSULTANTE:
CUERPO DE BOMBEROS 


VOLUNTARIOS DE CUENCA, III 


ZONA

CONSULTA:

“...si, de acuerdo con la Ley de Consultoría y su Reglamento, el Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Cuenca, puede contratar una Gerencia responsable de la dirección técnica y administración de la construcción del Cuartel del Cuerpo de Bomberos de Cuenca, entendiendo por Dirección Técnica la prestación de servicios profesionales que responsabiliza al contratista del aspecto técnico-constructivo, debiendo dar cumplimiento a las normas de construcción, planos, especificaciones técnicas, calidad de materiales y optimizando el proceso constructivo.  Y por administración de construcción la prestación de servicios profesionales que responsabiliza al contratista a optimizar la organización y control económico en el proceso de construcción de la obra.  Incluye el proceso de elaboración de planillas para el pago de la mano de obra, contratos y alquiler de maquinaria, etc.  Labores estas que corresponden a un profesional especializado, contratado de acuerdo con la Ley de Consultoría y su reglamento.”

PRONUNCIAMIENTO:

Mediante Acuerdo Ministerial No.549, publicado en el Registro Oficial #549, de 5 de abril de 2002, se transfirió a la Municipalidad de Cuenca, las potestades, atribuciones y recursos del Benemérito Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Cuenca, que en relación con la materia y conforme a la Ley de Defensa contra Incendios, ejercía el Ministerio de Bienestar Social de ese entonces, actual Ministerio de Inclusión Económica y Social.

El Art.32 de la Ley de Defensa Contra Incendios, reformado por Ley No. 6, publicada en Registro Oficial 99 de 9 de Junio de 2003, señala expresamente el destino de los recursos económicos con los que cuentan los Cuerpos de Bomberos, denotando que no existe discrecionalidad en cuanto al uso obligado que el legislador ha dispuesto para ellos (30% para incrementos salariales; 10% para capacitación y entrenamiento; 50% para equipamiento; y, 10% para el seguro de vida y accidentes del personal bomberil); si a lo anterior sumamos el que se ha producido la transferencia de competencias al ente edilicio de la localidad, así como el hecho de que está prohibida la modificación de la naturaleza económica de los gastos, por la Normativa del Sistema de Administración Financiera, deberemos concluir, que no es procedente la contratación de los servicios de Gestión Técnica, para la construcción del Cuartel del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Cuenca, y mucho menos al amparo de la Ley de Consultoría, tema que en todo caso debería ser conocido y resuelto por el Concejo Municipal de Cuenca, instancia superior que a raíz de la transferencia de atribuciones y competencias, se entiende haría las veces de los Consejos de Administración y Disciplina, que conforme a lo dispuesto por el Art.10, numeral 6) de la antes mencionada Codificación, le correspondía: “Autorizar las adquisiciones que pasen de 50 salarios mínimos vitales, observándose, según los casos, las respectivas normas de la Ley de Contratación Pública”, en el caso de los Cuerpos de Bomberos sujetos a la  atribución del entonces Ministerio de Bienestar Social, actual Ministerio de Inclusión Económica y Social.
OF. PGE. N°: 01423, de 23-06-2008


DIFERENCIA DE REMUNERACIÓN: PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN OTRA INSTITUCIÓN  

CONSULTANTE: 
TRIBUNAL SUPREMO 


ELECTORAL

CONSULTA:

Si es pertinente que el Tribunal Supremo Electoral pague al economista Carlos Calderón Orellana, la diferencia entre las remuneraciones existentes para el cargo de Director de Auditoría Interna en el Ministerio de Defensa Nacional y en el TSE, con  vigencia desde la fecha en que entró a laborar en ese Organismo.

PRONUNCIAMIENTO:

Considero que  corresponde al Tribunal Supremo Electoral consignar al economista Carlos Calderón Orellana  de ser el caso, la remuneración mayor de entre las dos entidades, o el pago de la diferencia entre lo que percibe en la entidad de la que depende y lo presupuestado en la que presta su servicio en la especie el TSE, desde la fecha en que labora en ese Organismo.

Este pronunciamiento no constituye autorización ni orden de pago por no ser de mi competencia.

OF. PGE. N°: 01115, de 06-11-2008


DISCAPACITADOS: EXONERACIÓN PARA IMPORTACIÓN DE VEHÍCULOS 

CONSULTANTE:
CONSEJO NACIONAL DE 


DISCAPACIDADES – CONADIS –

CONSULTA:

Respecto “...a la aplicación de las normas constitucionales, legales, reglamentarias y de otro orden jurídico, que han quedado invocadas en el INFORME jurídico institucional que apareja; y sobre todo, sobre la vigencia, aplicación y exigibilidad del Art.23 de la Ley Reformatoria a la Ley de Discapacidades Codificada (R.O.N.250, de 13 de abril  2006), a fin de que sea interpretado y acatado de la manera como queda descrita en los razonamientos legales del ASESOR JURÍDICO o  de la que corresponda al más acertado criterio jurídico del señor Procurador”.

PRONUNCIAMIENTO:

Con fundamento en las disposiciones de los Artículos 163 y 272 de la Constitución Política de la República, que determinan que las normas contenidas en los tratados y convenios internacionales, una vez promulgados en el Registro Oficial, forman parte del ordenamiento jurídico de la República y prevalecen por sobre leyes y otras normas internas de menor jerarquía; así como del principio rector de protección a las personas discapacitadas o con capacidad disminuida, y que busca resguardar a toda costa su integridad, debo señalar de manera enfática, que la prevención constante en la reforma introducida al Art. 23 de la Codificación a la Ley sobre Discapacidades, en lo que respecta a la factibilidad de importar vehículos destinados para el traslado de personas, sin consideración de su edad, con discapacidad gravemente afectada o de movilidad reducida, de hasta 3 años anteriores al modelo de la fecha de autorización, resulta evidentemente inadmisible y carente del efecto jurídico deseado, toda vez que contradice preceptos jurídicos superiores.

En lo que respecta a la admisibilidad de que haga uso de ese automotor, la persona discapacitada o un tercero a cuyo cuidado ésta última permanezca, ciertamente que ese hecho en nada afecta a que invariablemente, deba el vehículo presentar características especiales ortopédicas, caso contrario, no se justificaría el que se le otorgue los beneficios del régimen exonerativo de impuestos a su importación.
En cuanto a las discrepancias que pudieran existir, sobre facultades y competencias de la Corporación Aduanera Ecuatoriana y del CONADIS, debo manifestar que si bien corresponde a las Comisiones que funcionan al interior del Consejo Nacional de Discapacidades, el estudiar las solicitudes que le fueren presentadas, vigilando que se justifique la discapacidad, a efectos de pronunciarse luego sobre la concesión o negativa de la autorización para la importación de bienes y vehículos exonerados de impuestos al comercio exterior, es también  deber ineludible de la CAE, el verificar de manera coordinada con el CONADIS, que el vehículo, al que tendrían absoluto derecho las personas discapacitadas, cumpla con las condiciones referentes tanto al año de fabricación permitido, cuanto al hecho de poseer características ortopédicas que justifiquen la ayuda al solicitante; entendiendo que, ambas condicionantes han sido impuestas, buscando el beneficio y la seguridad de las personas discapacitadas, y no lo contrario.

OF. PGE. N°: 01421, de 23-06-2008


FODI: INCOMPATIBILIDAD DE FUNCIONES - DESIGNACIÓN -
CONSULTANTE:
CONSEJO NACIONAL DE LA 


NIÑEZ Y ADOLESCENCIA

CONSULTAS:

1. “¿Es procedente o improcedente la designación como representante del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia ante la Junta de Administración del Fondo de Desarrollo Infantil, de uno de sus miembros de la sociedad civil, cuando este represente o forme parte de una persona jurídica, en especial cuando le corresponde hacerlo por disposición legal, que mantenga relación como organismo ejecutor del Fondo de Desarrollo Infantil?”;

2. “¿En caso de no existir conflicto de intereses para la designación, la persona jurídica que representa o de la que forma parte podría o no participar de los concursos competitivos de asignación de recursos que realiza el Fondo de Desarrollo Infantil FODI?”.

PRONUNCIAMIENTOS.-
Según se desprende de su consulta, no se ha expedido aún ninguna disposición reglamentaria interna que refiera de manera expresa a la manifiesta incompatibilidad que existiría por el hecho de que el miembro representante de la sociedad civil, que forma parte del FODI, sea a su vez representante de una persona jurídica que mantenga relación como ejecutor de uno de los programas de asignación competitiva resueltos por ese mismo Fondo; sin embargo, y aún en esa circunstancia, considero que pervivirían indiscutibles impedimentos y discordancias de naturaleza ética, ya que en calidad de miembro del Consejo y delegado en el FODI, o le habrá de corresponder intervenir en asignaciones competitivas en las que participe la empresa a la que representa, o habría ya actuado en la toma de decisiones sobre designaciones, a favor o en contra de su representada.

Considerando lo anterior, así como el principio de que en materia de Derecho Público, cabe únicamente lo que la ley prevé expresamente y, partiendo de esta premisa, resulta inexacta la apreciación institucional de que es procedente tal designación. De otro lado, existen  impedimentos como los que se detallan en el Art. 56, letras c) y d) de la Codificación a la Ley de Contratación Pública, que resultan perfectamente aplicables al caso consultado, que por tanto, permiten determinar la existencia de un conflicto de intereses, en la designación como delegado al FODI, de un miembro representante de la sociedad civil, que al mismo tiempo ostente la representación de una persona jurídica, que mantiene relación o que es partícipe de los concursos competitivos de asignaciones financieras con ese mismo Fondo, siendo por lo mismo improcedente su designación en tal calidad.

Debo recalcar la responsabilidad que tienen las autoridades de ese Consejo, de garantizar la imparcialidad de sus miembros en la toma de decisiones concernientes a las asignaciones competitivas de recursos, tema por el cual eventualmente, y tal como señala el Art.1 de la norma de creación del Fondo, deberá responderse ante la Contraloría General del Estado, como órgano superior de control de los recursos públicos.

OF. PGE. N°: 01106, de 09-06-2008


FONDOS DE RESERVA: REMUNERACIÓN UNIFICADA
- EFECTO RETROACTIVO -
CONSULTANTE:
INSTITUTO NACIONAL DE 


ESTADÍSTICAS Y CENSOS 

CONSULTA:

Si en razón de que el INEC a partir del año 2004 ha cumplido con la unificación y homologación salarial a favor de sus funcionarios, es procedente que el pago correspondiente por fondos de reserva se realice de acuerdo al equivalente a una remuneración unificada a partir del año en que inició el proceso de unificación y con efecto retroactivo.

PRONUNCIAMIENTO:

El aporte del Fondo de Reserva de los trabajadores y servidores públicos debe aplicarse el Art. 282 de la Ley de Seguridad Social; y, el monto de aportación en el caso de los trabajadores debe ser igual a la remuneración mensual por cada año completo de labor posterior al primero de sus servicios, calculado en la forma determinada en el Art. 95 del Código del Trabajo; en tanto que para los servidores públicos el monto se fijará de acuerdo con la remuneración mensual unificada señalada en el Art. 104 de la LOSCCA, a partir del 1 de enero de 2004, fecha en que entró en vigencia la unificación de los ingresos de los servidores y trabajadores de las entidades y organismos determinados  en el Art. 101 de esa Ley.

Este pronunciamiento no constituye autorización ni orden de pago por no ser de mi competencia y prevalece sobre los que se le opongan.

No me pronuncio respecto a  la celebración del convenio de purga de mora, por no ser de mi competencia.

OF. PGE. N°: 01417, de 23-06-2008


FONDOS DE RESERVA: RELIQUIDACIONES

CONSULTANTE:
EMPRESA MUNICIPAL DE AGUA 


POTABLE Y ALCANTARILLADO 


DE AZOGUES – EMAPAL

CONSULTAS:

1.- Para determinar el monto del Fondo de Reserva, cual es la forma de cálculo que la institución debería adoptar para considerar la remuneración mensual unificada, tomando en cuenta, que para el pago mensual se la conforma con todos los componentes que ordena la Ley, teniendo presente el concepto expreso de lo que significa remuneración, regulada en la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y en el Código de Trabajo, cuyas normas asume en forma directa el IESS.

2.- Si en razón de que la unificación de las remuneraciones de los servidores del sector público se encuentra en vigencia desde el 1 de enero de 2004, la Empresa Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Azogues EMAPAL, tendría que realizar las reliquidaciones correspondientes a este derecho desde esa fecha.

3.- Si procede que los valores por reliquidación de Fondos de Reserva de los funcionarios de la EMAPAL deberían ser consignados al IESS y transferidos a la cuenta individual de ahorro obligatorio del afiliado para su devolución, en los términos previstos por el Art. 280 de la Ley de Seguridad Social…”

PRONUNCIAMENTOS:

El aporte del Fondo de Reserva de los trabajadores y servidores públicos debe aplicarse el Art. 282 de la Ley de Seguridad Social; y, el monto de aportación en el caso de los trabajadores, debe ser igual a la remuneración mensual por cada año completo de labor posterior al primero de sus servicios, calculado en la forma determinada en el Art. 95 del Código del Trabajo; en tanto que, para los servidores públicos el monto se fijará de acuerdo con la remuneración mensual unificada señalada en el Art. 104 de la LOSCCA.

De ser el caso, se realizarán las reliquidaciones correspondientes a partir del 1 de enero de 2004, fecha en que entró en vigencia la unificación de los ingresos de los servidores y trabajadores del sector público,  cuyos valores serán consignados al IESS y transferidos a la cuenta individual de ahorro obligatorio del afiliado para su devolución, sin que proceda la cancelación directa por parte del empleador  a los beneficiarios de tales reliquidaciones.

Este pronunciamiento no constituye autorización ni orden de pago alguna.

OF. PGE. N°:  01439, de 23-06-2008


GOBIERNO PROVINCIAL: ÁMBITO DE COMPETENCIA
CONSULTANTE:
CONSEJO PROVINCIAL DE LOS 


RÍOS

CONSULTA:

Si ¿Es procedente y legal que el Gobierno Provincial de Los Ríos construya en el terreno de propiedad de la Muy Ilustre Municipalidad del Cantón Vinces, el bloque de 3 pisos que ha sido solicitado por la Asociación de Vinceños residentes en la ciudad de Guayaquil o para que dicha obra sea una realidad o debe suscribirse un convenio de asociación con la Municipalidad de Vinces o con la Municipalidad de Guayaquil, para cumplir con lo que norma el Art. 29 de la Ley de Régimen Provincial?. 

PRONUNCIAMIENTO:

Los consejos provinciales están impedidos de ejecutar, al menos directamente, obras en el área urbana, puesto que éstas son de competencia exclusiva de las municipalidades, tanto más si las obras a construirse como indica en su oficio se realizarán fuera del área de su competencia.

En consecuencia, considero improcedente que el Gobierno Provincial de Los Ríos realice la construcción de la edificación del inmueble que es motivo de su consulta.

OF. PGE. N°: 01114, de 09-06-2008


INDEMNIZACIÓN POR SUPRESIÓN DE PUESTOS: FAMILIARES DE FUNCIONARIO FALLECIDO

CONSULTANTE:
CORPORACIÓN REGULADORA 

DEL MANEJO HÍDRICO DE 

MANABÍ – CRM -

CONSULTA:

Si “¿iniciado un proceso de reducción de personal en una institución del Estado y presentada la petición de trámite de supresión de puesto por parte de un servidor, si esta persona fallece y no ha sido indemnizado por falta de asignación presupuestaria del Ministerio de Economía y Finanzas, pueden sus  herederos recibir los valores que por ley le hubieran correspondido al funcionario indicado?”.

PRONUNCIAMIENTO:

Los herederos legítimos del servidor fallecido proceden a que reciban la indemnización que le correspondía por la supresión de su puesto de trabajo, debiendo observar la entidad la normativa jurídica pertinente.

OF. PGE. N°: 00961, de 03-06-2008


JURISDICCIÓN COACTIVA

CONSULTANTE:
SECRETARIA NACIONAL DE 


CIENCIA Y TECNOLOGÍA – 


SENACYT

CONSULTA:

“Cuáles serían los pasos a seguir para el nacimiento de la jurisdicción coactiva, tomando en cuenta que la SENACYT, no es una institución de crédito y de conformidad con los Contratos de Financiamiento se debería precisar el procedimiento coactivo que tendría la Institución, debido a que la SENACYT es una Entidad que entre sus servicios está el otorgamiento de becas para la capacitación de profesionales en materia de ciencia y tecnología?”.

PRONUNCIAMIENTO:

La potestad o facultad para ejercitar la jurisdicción coactiva nace exclusivamente de la Ley, esto significa que solo las instituciones del Estado a quienes expresamente faculta una norma a instaurar tal jurisdicción poseen las competencias necesarias para ejercer tales acciones; en tanto que cualquier otra entidad que no posea esa facultad, deberá considerar lo dispuesto en el numeral 32 del artículo 31 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, que señala entre las funciones y atribuciones de dicha entidad de control, la de ejercer la coactiva para la recaudación de sus propios créditos; y, de las instituciones y empresas que no tengan capacidad legal para ejercer la coactiva.

OF. PGE. N°: 01144, de 10-06-2008


LICITACIÓN Y CONCURSO PÚBLICO DE OFERTAS: PROCEDIMIENTOS COMUNES
CONSULTANTE:
INSTITUTO GEOGRÁFICO 


MILITAR

CONSULTA:

“Si para efectuar los cálculos previstos en el Art. 4 de la Ley de Contratación Pública, Procedimientos Comunes.- se debe considerar el Presupuesto General del Estado o el Presupuesto del Gobierno Central.”

PRONUNCIAMIENTO:

La Codificación de la Ley de Contratación Pública, cuando refiere en su artículo 4 a los procedimientos comunes de Licitación y Concurso Público de Ofertas, determina que la selección de uno y otro proceso estará supeditado a la comparación de la cuantía del respectivo contrato con el resultado de multiplicar determinado coeficiente, por el monto “del presupuesto inicial del Estado” del correspondiente ejercicio económico, sin lugar a dudas utiliza aquel término en alusión al “Presupuesto General del Estado”, y no al presupuesto del Gobierno Central, por cuanto el primero de los citados, se estructura en base a varios componentes, por lo cual la determinación del procedimiento precontractual correspondiente se establecerá en función del Presupuesto General del Estado.

OF. PGE. N°: 00908, de 02-06-2008


LICITACIÓN DESIERTA: IMPROCEDENCIA DE ADJUDICACIÓN 
CONSULTANTE:
MUNICIPALIDAD DE SAN 


MIGUEL DE LOS BANCOS

CONSULTA:

Si, dentro del proceso licitatorio para la adquisición  de equipo caminero, en el que se ha declarado desierto el ítem correspondiente al tractor de oruga en vista de que las ofertas presentadas no cumplían todos los requerimientos técnicos establecidos en las bases, existe la probabilidad de adjudicar el tractor de oruga ofertado por la empresa DITECA, por el valor de USD. 225.000, por reunir o ajustarse a las necesidades topográficas del Cantón.

PRONUNCIAMIENTO:

Si se declaró desierta la licitación en el ítem tractor de oruga,  porque todos los oferentes no cumplieron con las especificaciones definidas en el proceso de licitación, no procede adjudicar dicho ítem a ninguno de los oferentes que participaron en el proceso de selección, sino que  la entidad edilicia a su cargo deberá iniciar un nuevo procedimiento de selección, aplicando la ley de la materia, su Reglamento bajo su exclusiva responsabilidad.

OF. PGE. N°: 01134, de 10-06-2008

MANDATO CONSTITUYENTE: JERARQUIA
-ADMINISTRACIÓN DEL RECURSO HUMANO-
CONSULTANTE:
ADMINISTRADOR GENERAL 


TEMPORAL DEL CONGRESO 


NACIONAL

CONSULTA:

Respecto a  la normativa que debe aplicar el Congreso Nacional para  la administración del recurso humano.

PRONUNCIAMIENTO:

La Ley de Carrera Administrativa de la Función Legislativa rige las relaciones de los funcionarios y empleados de la Función Legislativa, quienes serán sujetos de derechos, deberes, obligaciones y prohibiciones consignados en la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y de Unificación y Homologación de las Remuneraciones del Sector Público, en lo que no se oponga a los Mandatos Constituyentes que son jerárquicamente superiores a cualquier otra norma de orden jurídico.

OF. PGE. N°: 01103, de 09-06-2008


NOMBRAMIENTO PROVISIONAL: PUESTO DE SERVIDOR EN COMISIÓN DE SERVICIOS SIN REMUNERACIÓN

CONSULTANTE:
SUPERINTENDENCIA DE 

BANCOS Y SEGUROS 

CONSULTA:

Si es procedente efectuar el nombramiento provisional de un servidor de la institución en el puesto de otro que se encuentra en comisión de servicios sin remuneración en otra institución pública.

PRONUNCIAMIENTO:

La Superintendencia de Bancos y Seguros por necesidad de servicio requiere designar provisionalmente a servidores de ese Organismo a cargo de quien se encuentra en comisión de servicios; y, así sucesivamente hasta ubicar en el puesto que corresponde al último servidor público nombrado provisionalmente, en cuya denominación y partida presupuestaria se desea designar a una persona de fuera de la institución que cumpla con los requisitos para el ingreso al servicio civil, considero que procede la designación con nombramiento provisional en el cargo del servidor que se encuentra en comisión de servicios sin remuneración, por el tiempo en que concluya tal comisión. Sin embargo, no es procedente designar a una persona particular en el puesto del servidor que sería designado provisionalmente, la que podría ingresar al sector público bajo la modalidad de contrato de servicios ocasionales o por concurso de merecimientos y oposición.

OF. PGE. N°: 01523, de 26-06-2008


TRASPASO DE TRABAJADORES A ENTIDAD DE CREACIÓN 
CONSULTANTE:
MUNICIPALIDAD DEL 

CATÓN DE GIRÓN

CONSULTA:

 “¿Es aplicable la disposición contenida en el Art.55 de la Ley para la Reforma de las Finanzas Públicas, para pasar a los trabajadores sujetos al Código del Trabajo de los Municipios de Girón y Santa Isabel a la nueva Empresa Pública Municipal Mancomunada de Aseo Integral de la Cuenca del Jubones?”.
PRONUNCIAMIENTO.-

La ‘creación’ de la empresa Pública Municipal Mancomunada de Aseo Integral de la Cuenca del Jubones, por decisión autónoma del ente edilicio competente, encuadra perfectamente en lo que sería una tarea de modernización, considerando por ende, perfectamente aplicable la prevención del Art.55 de la Ley para la Reforma de las Finanzas Públicas en vigencia.

OF. PGE. N°: 01149, de 10-06-2008


SENACYT: CONSTITUCIÓN DE COMPAÑÍA DE ECONOMÍA MIXTA

CONSULTANTE:
SECRETARIA NACIONAL DE 


CIENCIA Y TECNOLOGÍA, 


SENACYT

CONSULTA:

“¿Sería pertinente que la Secretaría Nacional de Ciencias y Tecnología, quien para fines técnicos, administrativos, operativos y financieros ejerce sus funciones y atribuciones de manera independiente y desconcentrada, constituya una compañía de economía mixta con un grupo privado para impulsar el fomento de la ciencia, tecnología e innovación?”.

PRONUNCIAMIENTO:

De la normativa citada se desprende que la SENACYT es un Organismo encargado de ejecutar las políticas y disposiciones emanadas del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología como Órgano Rector encargado de normar el sistema de ciencia y tecnología, sin que conste ninguna facultad para que la Secretaría a su cargo pueda ejercer directamente actividades comerciales, industriales o de prestación de servicios.

Por lo expuesto, resulta improcedente que la SENACYT integre cualquier tipo de compañías mercantiles, entre ellas, empresa de economía mixta.

OF. PGE. N°: 01146, de 10-06-2008
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